
Principios de Alto Nivel para la Transparencia Fiscal,
la Participación y la Rendición de Cuentas

Todas las personas tienen derecho a buscar, recibir e impartir información sobre las 
políticas fiscales. Para contribuir a garantizar este derecho, los sistemas jurídicos a 
nivel nacional deben establecer una clara presunción a favor de la disponibilidad 
pública de la información fiscal sin distinción. Las excepciones deben ser limitadas, 
estar claramente dispuestas en el marco legal y sujetas a la efectiva impugnación 
mediante mecanismos de revisión de bajo costo, independientes y oportunos.

Los gobiernos deben publicar objetivos claros y medibles para la política fiscal 
agregada, hacer periódicamente un balance del progreso realizado y explicar toda 
desviación respecto de lo planificado.

Debe presentarse al público información financiera y no financiera de buena calidad 
acerca de las actividades fiscales pasadas, presentes y proyectadas, el desempeño, 
los riesgos fiscales y los activos y pasivos públicos. La presentación de información 
fiscal en los presupuestos, los informes fiscales, los estados contables y las Cuentas 
Nacionales debe constituir una obligación del gobierno, cumplir las normas 
reconocidas internacionalmente y guardar coherencia entre los distintos tipos de 
informes o incluir una explicación y una conciliación de las diferencias. Se requieren 
garantías sobre la integridad de los datos y la información fiscal.

Los gobiernos deben comunicar los objetivos que se proponen alcanzar y los 
productos que generan con los recursos que se les confían, y esforzarse por evaluar 
y divulgar los resultados esperados y reales en materia social, económica y 
ambiental.

Todas las operaciones financieras del sector público deben estar fundadas en la ley. 
Las leyes, las regulaciones y los procedimientos administrativos que rijan la gestión 
financiera pública deben estar a disposición del público, y su ejecución debe estar 
sujeta a una evaluación independiente.

El sector gubernamental debe estar claramente definido e identificado para los 
efectos de la presentación de información, la transparencia y la rendición de cuentas, 
y las relaciones financieras del gobierno con el sector privado deben darse a conocer, 
gestionarse abiertamente y ceñirse a reglas y procedimientos claros.

Las funciones y responsabilidades de recaudar ingresos públicos, asumir 
obligaciones, consumir recursos, invertir y gestionar los recursos públicos deben 
estar asignadas con claridad en la legislación entre los tres poderes públicos 
(legislativo, ejecutivo y judicial), entre el gobierno nacional y cada nivel subnacional de 
gobierno, entre el sector gubernamental y el resto del sector público y dentro del 
propio sector gubernamental.

La autoridad para recaudar impuestos y realizar gastos en nombre del público debe 
recaer sobre el poder legislativo. No podrán recaudarse ingresos públicos ni realizarse 
gastos ni comprometerse a realizarlos sin la aprobación de la legislatura mediante el 
presupuesto u otra legislación. Deberán otorgarse a la legislatura la autoridad, los 
recursos y la información necesarios para exigir al poder ejecutivo la rendición de 
cuentas por el uso de los recursos públicos.

La Entidad Fiscalizadora Superior debe ser independiente del ejecutivo desde el punto 
de vista legal, y tener el mandato, el acceso a la información y los recursos adecuados 
para verificar el uso de los fondos públicos y divulgar públicamente información al 
respecto. Su desempeño debe caracterizarse por la independencia, la rendición de 
cuentas y la transparencia.

Los ciudadanos deben tener el derecho de participar directamente en los debates y 
las deliberaciones públicas sobre la formulación y la ejecución de las políticas 
fiscales, y, al igual que todos los agentes que no son Estados, deben tener 
verdaderamente oportunidades para hacerlo.
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